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yoría de las reservas de actividad,
que se correspondían en el pasado
con dominios de colegiación obliga-
toria. En este sentido, convendría
prevenirse contra una excesiva desre-
gulación de las profesiones técnicas,
ya que, de un lado, es irreal asimilar-
las entre sí como si fueran meras es-
pecialidades de una misma ingenie-
ría –difícilmente las presas que pro-
yecta el ingeniero de caminos podrán
ser ejecutadas por el ingeniero naval,
ni el buque que este construye podría
quedar en manos de un ingeniero
agrónomo–, y, de otro lado, la calidad
de nuestros técnicos, que redunda en
el ya mencionado e indudablemente
reconocido prestigio internacional de
nuestras empresas de ingeniería y de
servicios, es consecuencia de la exce-
lente preparación de nuestros inge-
nieros, clasificados por las especiali-

dades que son usuales en la comuni-
dad internacional.

En definitiva, y como ha manifesta-
do la Unión Profesional de Colegios de
Ingenieros, la regulación que finalmen-
te se plantee de las ingenierías “no
puede ser ajena a la reciente adapta-
ción que se ha realizado en España de
las titulaciones universitarias para su
adecuación al Espacio Europeo de
Educación Superior (Bolonia). Este
nuevo marco (Real Decreto 1.393/2007,
de 29 de octubre, por el que se estable-
ce la ordenación de las enseñanzas
universitarias oficiales) ha definido
con claridad qué títulos universitarios
habilitan para el ejercicio de profesio-
nes reguladas (con lo cual no existe
problema para su identificación) y
también ha establecido qué competen-
cias se deben adquirir para ejercer de-
terminadas profesiones. Por ello, lo ra-

zonable es que el ejercicio profesional
de las diferentes profesiones reguladas
de ingeniería se fundamente en dicho
marco”.

“Basta con un análisis de las diferen-
tes órdenes que establecen los requisi-
tos para la verificación de los títulos
universitarios oficiales que habilitan
para el ejercicio de las diferentes pro-
fesiones de ingeniero (aeronáutico,
minas, navales, caminos, canales y
puertos, montes, industrial, telecomu-
nicación y agrónomo) para percatarse
de que el núcleo general de conoci-
mientos académicos es sumamente es-
pecífico en cada una de las ramas de
ingeniería. De esta forma, parecería
absurdo que alguien que haya obteni-
do los conocimientos que le habilitan
para ejercer una concreta profesión re-
gulada de ingeniero –naval, industrial,
de montes, etc.– pudiera disponer de
atribuciones profesionales sobre un
área ajena a sus conocimientos”.

En lo relativo al visado, el citado
Real Decreto 1.000/2010, de 5 de agos-
to, establece en el artículo 2 el visado
obligatorio en los proyectos de ejecu-
ción de edificación, certificados de
final de obra de edificación, proyectos
de demolición de edificaciones y otros
casos singulares relacionados con ex-
plosivos y con la minería. De nuevo
hay que decir que es un sinsentido ga-
rantizar la idoneidad de quien proyec-

ta un edificio y no de quien construye
un puente, pongamos por caso. A
nuestro juicio, el real decreto debería
revisarse íntegramente con más ecua-
nimidad.

Por último, no cabe desconocer que
el Colegio de Ingenieros de Caminos,
Canales y Puertos mantiene un seguro
de responsabilidad civil que protege a
todos los colegiados. Tal garantía para
la sociedad solo tiene sentido en un
marco regulatorio de reserva de activi-
dad y de colegiación obligatoria. La de-
saparición del seguro dejaría desvalida
en la práctica a la sociedad civil.

En suma, los ingenieros de caminos
creemos que una mayor competencia
en los servicios ha de ser positiva para
la economía, pero no de manera desor-
denada ni exacerbada, si no queremos
que la competitividad mal entendida
termine deteriorando la solvencia de
las prestaciones. Por lo mismo, nada
nos agradaría más que poder partici-
par con nuestro asesoramiento en la
elaboración de las normas que ha de
conjugar la liberalización efectiva de la
economía con la preservación de la ca-
lidad de nuestras actuaciones empre-
sariales y de la profesionalidad de
nuestros técnicos, cuyo acomodo inte-
lectual y personal en el seno de los co-
legios ha demostrado ser una salva-
guarda para la excelencia.

L
a llamada Ley Ómnibus de
2009, transposición de una di-
rectiva europea de diciembre
de 2006 relativa a los servicios

en el mercado interior, fue un primer
instrumento normativo para modificar
y liberalizar el sector servicios y afectó
de modo importante a las profesiones
regladas, las ingenierías en particular.
En concreto, introdujo 18 modificacio-
nes a la Ley de Colegios Profesionales
de 1974, preconstitucional por tanto,
que había regulado hasta entonces el
funcionamiento de dichas institucio-
nes. Entre otras modificaciones, desa-
parecieron la colegiación obligatoria
–que ya solo rige cuando así lo dispone
una ley estatal–, la obligación del visa-
do y la posibilidad de publicar bare-
mos indicativos de precios de los dife-
rentes servicios. El visado profesional
quedó posteriormente regulado me-
diante el Real Decreto 1.000/2010, de 5
de agosto, que incluye la obligación del
visado en la edificación y en ciertas
obras relacionadas con explosivos y
minería, pero no declara obligatorio el
visado de ninguna obra pública, ni si-
quiera de aquellas de cuya solidez y es-
tabilidad depende de forma muy obvia
la seguridad de las personas.

En definitiva, se requiere certifica-
ción colegial para proyectar y construir
un edificio de viviendas u oficinas pero
no para diseñar y construir un puente

o una presa. Aquella Ley Ómnibus dis-
ponía que en el plazo de un año se pro-
mulgaría una disposición también con
rango de ley que determinase las pro-
fesiones para cuyo ejercicio sería obli-
gatoria la colegiación. Y aunque circu-
laron varios borradores del Gobierno
anterior, aquella norma no llegó a pro-
mulgarse.

En septiembre pasado, el Gobierno
aprobaba su plan estratégico de políti-
ca económica, que habría de desarro-
llarse durante el primer semestre de
2013 y que incluía el envío al Parla-
mento de un proyecto de Ley de Servi-
cios Profesionales encaminado a “fo-
mentar la competencia en este seg-
mento del sector servicios”. El objetivo
no es cuestionable, pero parece claro
que hay que compatibilizarlo con otros
designios tendentes a mantener la cali-
dad de las prestaciones y de los servi-
cios públicos a ellas vinculadas, y a
preservar la buena salud y el elevado
prestigio de nuestras empresas, en
buena medida basado en la competen-
cia irreprochable de los técnicos que
trabajan en ellas.

Lógicamente, desconocemos los
términos en que el Gobierno plantea-
rá su propuesta, pero algunas decla-
raciones todavía de carácter general y
faltas de concreción han hecho cierto
hincapié en la eliminación de la ma-
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